El siguiente es el documento presentado por la Magistrada ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
Providencia:


Sentencia anticipada  – Prescripción - 30 de noviembre de 2016

Radicación Nro. :


66001-31-03-004-2013-00073-01
Demandante:


María del Carmen Ríos Bedoya
Demandado:


Trasportes Expreso Palmira SA e Inversiones Costa Rica S.A., al que fue llamado en garantía Axa Colpatria Seguros S.A.

Proceso:



Responsabilidad Civil Extracontractual
Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Tema:




RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / TÉRMINO DEL ARTÍCULO 94 DEL C.P.C ES OBJETIVO / PRESCRIPCIÓN / “Con la acción instaurada pretende la parte actora se declare a los demandados civilmente responsables de los daños y perjuicios que sufrió con motivo del accidente de tránsito de que dan cuenta los hechos de la demanda, en el que perdió la vida su hijo, el señor Héctor Echeverry Ríos, y en consecuencia, se les condene a pagarle $65.678.000 por concepto de perjuicios materiales; la suma que el despacho se sirva determinar y sugiere que lo sea en el equivalente a 1.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes por perjuicios extrapatrimoniales; los intereses comerciales de esas sumas desde el 12 de enero de 2003 hasta cuando el pago se verifique y las costas del proceso.”

(…)

“El 11 de noviembre de 2015, por sentencia anticipada, la jueza de primer nivel declaró probada la excepción previa propuesta por los accionados y por la llamada en garantía, dio por terminado el proceso y condenó en costas a los demandantes.

Para decidir así, indicó que con la solicitud de conciliación hecha por la demandante al centro respectivo de la Universidad Libre, el 1º de septiembre de 2006, se suspendió el término de prescripción hasta el 4 de noviembre siguiente, cuando se registró el acta de no conciliación, es decir, durante dos meses y tres días. Luego dijo que desde cuando ocurrieron los hechos, el 12 de enero de 2003 hasta cuando se presentó la demanda, el 1º de marzo de 2013, corrieron 10 años, un mes y 19 días, termino al que le descuenta el de suspensión atrás referido y concluye que no se cumplió el término de diez años de prescripción extintiva que consagra el artículo 2356 del Código Civil.”

(…)

Ese devenir temporal que extingue las obligaciones, es susceptible de interrupción natural o civil de acuerdo con el artículo 2539; ocurre lo primero cuando el deudor reconoce la obligación y lo segundo por demanda judicial. 

Tratándose de esta última forma de interrupción, dice el artículo 94 del Código General del Proceso, vigente desde el 1º de octubre de 2012: “La presentación de la demanda interrumpe el término para la prescripción e impide que se produzca la caducidad siempre que el auto admisorio de aquella o el mandamiento ejecutivo se notifique al demandado dentro del término de un (1) año contado a partir del día siguiente a la notificación de tales providencias al demandante… Pasado este término, los mencionados efectos solo se producirán con la notificación al demandado.”

(…)

“Es decir, que para cuando se formuló la acción, se reitera, el 1º de marzo de 2013, la acción estaba prescrita respecto de la sociedad Inversiones Costa Rica SA y por ende, ningún término de prescripción estaba pendiente de interrumpirse con la presentación de la demanda.

En relación con la empresa de Transportes demandada sí ha podido interrumpirse porque no había prescrito la acción para cuando se instauró, aunque tal hecho estaba próximo a suceder, concretamente catorce días después. En esas condiciones, si era que la demandante quería beneficiarse de esa interrupción, ha debido someterse a las reglas previstas por el artículo 94 del Código General del Proceso ya transcrito
, pero ello no acaeció.

En efecto, la demanda fue presentada el 1º de marzo de 2013; la notificación del auto que la admitió se produjo para el demandante el 29 de abril de 2013 y la que se hizo a la sociedad transportadora se perfeccionó el 31 de julio de 2014; es decir después del año que consagra la disposición de que se trata. Por tanto, la prescripción no se interrumpió y efectivamente se produjo el 15 de marzo de 2013.

De acuerdo con lo anterior, ninguna duda queda acerca de que los demandados fueron notificados del auto que admitió la demanda cuando la acción estaba prescrita. 

7. Y no pueden acogerse los argumentos planteados por la recurrente en torno a que se presentaron hechos ajenos a su voluntad que no permitieron la notificación de los demandados dentro del plazo legal, ya que de acuerdo con el artículo 121 del Código de Procedimiento Civil: “En los términos de días no se tomarán en cuenta los de vacancia judicial, ni aquéllos en que por cualquier circunstancia permanezca cerrado el despacho… Los términos de meses y de años se contarán conforme al calendario.”  (Subraya la Sala). Además, de conformidad con el inciso 1º del artículo 67 del Código Civil, en todos los plazos de días, meses o años de que haga mención legal, se entiende que terminan a la media noche del último día del plazo; el inciso 4º del mismo artículo dice que: “Se aplican estas reglas a las prescripciones… y en general a cualesquiera plazos o términos prescritos en las leyes o en los actos de las autoridades nacionales, salvo que en las mismas leyes o actos se disponga expresamente otra cosa” y el 70 de la misma obra que en los plazos de días que señalen las leyes se entienden suprimidos los feriados y de vacantes y que los de meses y años se computan según el calendario. 

Además, porque el término de que trata el artículo 94 del Código General del Proceso para interrumpir la prescripción, es objetivo. En efecto, desde cuando se expidió la ley 794 de 2003, que modificó el  artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto aumentó el plazo  para la notificación al demandado, de ciento veinte días a un año, para aquel efecto, ha enseñado la doctrina: “con la reforma del artículo 90 queda desterrada la interpretación que propendía porque se buscara quien era el culpable de la demora en la notificación, porque basta que objetivamente transcurra ese plazo independientemente de cualquier otra circunstancia (…), sin que se haya logrado la notificación, para que se tome inexorablemente como fecha de interrupción la de la notificación de la demanda, no de la de su presentación”.

La jurisprudencia que transcribió la impugnante al formular sus alegatos, hace referencia precisamente al artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, antes de la reforma que le introdujo la ley 794 de 2003, y por ende, no tiene aplicación para el caso bajo estudio.”

----------------------------------------------------------------------------------
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

     Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

     Pereira, treinta (30) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

     Acta No. 562 de 29 de noviembre de 2016

     Radicación 66001-31-03-004-2013-00073-01

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, frente a la sentencia anticipada proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 11 de noviembre de 2015, en el proceso ordinario promovido por María del Carmen Ríos Bedoya contra Trasportes Expreso Palmira SA e Inversiones Costa Rica S.A., al que fue llamado en garantía Axa Colpatria Seguros S.A.

ANTECEDENTES 

1. Con la acción instaurada pretende la parte actora se declare a los demandados civilmente responsables de los daños y perjuicios que sufrió con motivo del accidente de tránsito de que dan cuenta los hechos de la demanda, en el que perdió la vida su hijo, el señor Héctor Echeverry Ríos, y en consecuencia, se les condene a pagarle $65.678.000 por concepto de perjuicios materiales; la suma que el despacho se sirva determinar y sugiere que lo sea en el equivalente a 1.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes por perjuicios extrapatrimoniales; los intereses comerciales de esas sumas desde el 12 de enero de 2003 hasta cuando el pago se verifique y las costas del proceso.

2. Como fundamento de esas pretensiones se relataron los hechos que pueden sintetizarse así: 
2.1 El 12 de enero de 2003, en la vía que de Pereira conduce a Cartago, sector denominado “Puente Blanco” el vehículo de placa VAH 755, afiliado a la empresa Transportes Expreso Palmira, conducido por el señor William Mosquera Achipiz, “envistió” al joven Héctor Echeverry Ríos, quien a raíz del hecho falleció en forma instantánea. 

2.2 De acuerdo con el informe del Instituto Municipal de Tránsito y Transporte de Pereira, la vía donde ocurrió el accidente carecía de iluminación y el vehículo que lo causó se desplazaba a alta velocidad; por la hora, no hubo testigos presenciales de los hechos.  

2.3 La investigación penal correspondió inicialmente a la Fiscalía 22 de Pereira, siendo posteriormente asignada a la Fiscalía Quinta Seccional de Vida de la misma ciudad, que el 5 de agosto de 2003 profirió resolución inhibitoria.  
2.4 El señor Héctor Echeverry Ríos contaba con veinticinco años de edad, era el menor de los hijos de la demandante y desde su nacimiento “sufría un leve trastorno mental” que le impedía llevar una vida normal; sin embargo, le ayudaba en los quehaceres del hogar, “además de representar un aporte económico producto de la venta de dulces en la puerta de la casa“, el que ascendía a $1.000 diarios. 
2.5 Nada hay más cruel para una madre que enterrar a su hijo, un joven de veinticuatro años y que debido a sus padecimientos era más frágil, más vulnerable y falto de afecto y protección, por lo que contaba con todo el amor de sus padres, quienes lo sacaron adelante con mucho esfuerzo.
2.6 Con su muerte, se causaron a sus padres graves perjuicios de orden material y moral, ya que son personas de avanzada edad, dedicadas a la venta ambulante de dulces, actividad que desempeñaba su hijo Héctor, cuyo producido lo invertía en el hogar por lo que ellos “podían salir a rebuscarse la vida, para sí entre todos, colaborar con el sostenimiento de la familia”; sus ingresos son tan precarios que prácticamente sobreviven de la caridad de los vecinos. Se les vulneró “su derecho a la integridad personal, a la salud, a la tranquilidad familiar, además entorpecieron el ejercicio de su derecho al trabajo”.
2.7 La responsabilidad en el hecho recae en la Sociedad Inversiones Costa Rica S.A., propietaria del vehículo de servicio público y en la Empresa Transportes Palmira S.A. a la que se encontraba afiliado. 
3. La demanda se admitió por auto del 25 de abril de 2013 y de la misma se ordenó correr traslado a los demandados por el término de veinte días.
4. Estos, dentro de la oportunidad legal, formularon como excepción previa la de prescripción de la acción. La empresa de transportes llamó en garantía a la sociedad AXA Colpatria Seguros S.A.
Para sustentar esa excepción, indicaron que como el accidente de que dan cuenta los hechos de la demanda acaeció el 12 de enero de 2003, la acción ordinaria para conseguir la indemnización de perjuicios con ocasión del “contrato de transporte invocado”, se produjo el mismo día del año 2013 de acuerdo con el artículo 2536 del Código Civil que dice que la acción ordinaria prescribe en diez años, pues la demanda se presentó el 1º de marzo de 2013. Agregaron que la prescripción no se ha interrumpido, pues la solicitud de conciliación extrajudicial  se hizo  con la sociedad Transportes Expreso Palmira  el 1º de septiembre de 2006 y se registró el acta de no conciliación el 3 de noviembre del mismo año. Luego se realizó una segunda en la que se incluyó a la sociedad Inversiones Costa Rica, convocada el 27 de febrero de 2012 y culminó con acta de no conciliación del 12 de marzo de 2012. Empero, la demanda se formuló casi un año después, el 1º de marzo de 2013, sin que se hubiera cumplido alguna de las condiciones que prevé el artículo 21 de la ley 640 de 2001 para suspender la prescripción; este hecho tampoco se produjo con la presentación de la demanda, porque el auto que la admitió, del 25 de abril de 2013, se notificó al demandante (sic), por aviso, el 31 de julio de 2014 y por tanto tampoco se cumple la condición que para interrumpir la prescripción consagra el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil en razón a que la parte actora no cumplió la carga de procurar la notificación al demandado.
5. La sociedad AXA Colpatria Seguros S.A. formuló la misma excepción. Para sustentarla adujo que de acuerdo con el artículo 2356 del Código Civil, la acción ordinaria prescribe en diez años; que el accidente objeto del proceso ocurrió el 12 de enero de 2003 y la demanda se formuló el 1º de marzo de 2013; además, que con la audiencia de conciliación, el proceso solo se suspendió durante veinticinco días.

6. De tal excepción se dio traslado a la parte demandante, quien se pronunció de manera oportuna. Dijo que en el presente caso se suspendió el término de prescripción alegado por los demandados porque en dos ocasiones se llevó a cabo la audiencia prevista en el artículo 21 de la Ley 640 de 2001. En lo que respecta a la interrupción de la prescripción, que al decir de los demandados no operó, hizo una descripción detallada del trámite del proceso para finalmente endilgar la responsabilidad a los demandados y al juzgado de conocimiento por la demora en la notificación que del auto admisorio de la demanda se les hizo. En consideración a esos argumentos y a jurisprudencia de la Corte Constitucional que transcribió, pidió no se declarara probado el medio exceptivo propuesto.

7. El 11 de noviembre de 2015, por sentencia anticipada, la jueza de primer nivel declaró probada la excepción previa propuesta por los accionados y por la llamada en garantía, dio por terminado el proceso y condenó en costas a los demandantes.
Para decidir así, indicó que con la solicitud de conciliación hecha por la demandante al centro respectivo de la Universidad Libre, el 1º de septiembre de 2006, se suspendió el término de prescripción hasta el 4 de noviembre siguiente, cuando se registró el acta de no conciliación, es decir, durante dos meses y tres días. Luego dijo que desde cuando ocurrieron los hechos, el 12 de enero de 2003 hasta cuando se presentó la demanda, el 1º de marzo de 2013, corrieron 10 años, un mes y 19 días, termino al que le descuenta el de suspensión atrás referido y concluye que no se cumplió el término de diez años de prescripción extintiva que consagra el artículo 2356 del Código Civil.

A continuación transcribió el artículo 94 del Código General del Proceso que regula lo relativo a la interrupción de la prescripción desde cuando se presenta la demanda y expresó que en este caso, tal interrupción no se produjo porque el auto por medio de la cual se admitió, se les notificó a los demandados después de un año, contado desde la fecha en que se perfeccionó tal acto con el demandante, y por ende, se produjo la prescripción de la acción. 
8. Inconforme con esa providencia, la apoderada de la actora apeló. Sostuvo que esa decisión lesiona el derecho de acceso a la administración de justicia y es excesiva en la tasación de la condena en costas; no se tuvieron en cuenta los esfuerzos que desplegó para intentar la notificación de los demandados, quienes obraron de mala fe porque a pesar de recibir las respectivas notificaciones, decidieron no presentarse para que operara así el fenómeno prescriptivo; tampoco las oportunidades en que el juzgado estuvo cerrado; ni otros factores como la notificación en estado el 29 de abril de 2013 del auto que admitió la demanda, el que quedó en firme el 3 de mayo siguiente, por lo que el término de un año venció el 4 de mayo de 2014 y durante el cual “ocurrieron las siguientes demoras que si bien no suspenden el término, tampoco son endilgables a la parte demandante, ni a la negligencia de la misma”: la vacancia judicial desde el 20 de diciembre de 2013 hasta el 13 de enero de 2014 y por época de Semana Santa, desde el 14 hasta el 20 de abril de 2014; cierre del juzgado por traslado, en el mismo mes, durante aproximadamente quince días, situaciones que deben analizarse para desestimar una negligencia y se declare no probada la excepción de prescripción. 

Transcribió jurisprudencia que consideró aplicable al caso y expresó que el juzgado nada dijo sobre las circunstancias que impidieron la notificación del auto admisorio de la demanda a los accionados; desde el 13 de agosto de 2013 envió la citación para lograrla, efectivamente la recibieron, pero decidieron guardar silencio y esperar la notificación por aviso, demoraron el trámite y ahora pretende alegarlo a su favor “y beneficiarse de su propio dolo”; entre la fecha de presentación de la demanda y “la emisión de los oficios de citación” pasaron 4 meses y 22 días que corresponden a trámites internos del despacho que no se le pueden cargar a la demandante, “así mismo los 90 días de suspensión del proceso y los días de suspensión por cambio de dirección del juzgado, por paro judicial, y por la vacancia judicial de diciembre de 2014”.
Dijo además que eran exageradas las agencias en derecho porque la única actuación de los demandados, fue la contestación de la demanda y proposición de excepciones.
Pidió entonces, la revocatoria de la sentencia; en su defecto, el numeral tercero en lo relacionado con el valor de las costas.     

CONSIDERACIONES   
1. Para definir la cuestión, se aplicarán en materia procesal, las normas del Código de Procedimiento Civil, vigentes para cuando se interpuso el recurso, de acuerdo con los artículos 624 y 625 del Código General del Proceso, que empezó a regir en este Distrito Judicial el pasado 1º de enero.

2. Los presupuestos procesales para resolver de fondo la cuestión se encuentran satisfechos y ninguna causal de nulidad se observa que pueda afectar la validez de la actuación. Además, las partes están legitimadas en la causa.

3. Corresponde a esta Sala establecer si se produjo la prescripción de la acción de responsabilidad civil extracontractual que promovió la demandante, o si aquel fenómeno se interrumpió por los motivos que aduce su apoderada y por ende, como lo propone, el proceso debe continuar. También, si por vía de apelación de la sentencia resulta posible modificar las agencias en derecho que en ella se fijan.

4. El fenómeno jurídico de la prescripción está contemplado en la legislación colombiana y, conforme a él, por el transcurso del tiempo se pueden adquirir derechos o extinguir obligaciones, en ese sentido prevén los artículos 2512 y 2535 del Código Civil, en su orden, lo siguiente:
“Art. 2512. La prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones o derechos ajenos, por no haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales.
Se prescribe una acción o derecho cuando se extingue por la prescripción”.

“Art. 2535. La prescripción que extingue las acciones y derechos ajenos exige solamente cierto lapso de tiempo durante el cual no se hayan ejercido dichas acciones.
Se cuenta este tiempo desde que la obligación se haya hecho exigible”.

Por su parte el artículo 2536 de la misma codificación consagra:

“Art. 2536. La acción ejecutiva se prescribe en por cinco (5) años. Y la ordinaria por diez (10).

La acción ejecutiva se convierte en ordinaria por el lapso de cinco (5) años, y convertida en ordinaria durará solamente otros cinco (5).

Una vez interrumpida o renunciada una prescripción, comenzará a contarse nuevamente el respectivo término”.

Ese devenir temporal que extingue las obligaciones, es susceptible de interrupción natural o civil de acuerdo con el artículo 2539; ocurre lo primero cuando el deudor reconoce la obligación y lo segundo por demanda judicial. 
Tratándose de esta última forma de interrupción, dice el artículo 94 del Código General del Proceso, vigente desde el 1º de octubre de 2012: “La presentación de la demanda interrumpe el término para la prescripción e impide que se produzca la caducidad siempre que el auto admisorio de aquella o el mandamiento ejecutivo se notifique al demandado dentro del término de un (1) año contado a partir del día siguiente a la notificación de tales providencias al demandante… Pasado este término, los mencionados efectos solo se producirán con la notificación al demandado.”

Esa prescripción también puede suspenderse de acuerdo con el artículo 21 de la ley 640 de 2001 que dice: “La presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable.”
5. En este caso, para definir la cuestión, han de tenerse en cuenta las siguientes actuaciones procesales que obran en el cuaderno principal: 
5.1 El 3 de noviembre de 2006, conciliadora del Centro de Conciliación del Consultorio Jurídico de la Universidad Libre de Pereira, expidió constancia sobre no conciliación entre la señora María del Carmen Ríos Bedoya y la empresa Expreso Palmira, en relación con los perjuicios que reclamaba por el accidente de tránsito en el que perdió la vida el señor Héctor Echeverry Ríos e indicó que la solicitud respectiva se formuló el 1º de septiembre de 2006
.

5.2 El 17 de febrero de 2012, los señores María del Carmen Ríos Bedoya y Luis Ángel Echeverry Nieto convocaron a audiencia de conciliación extrajudicial a las sociedades Inversiones Costa Rica SA y empresa de transportes Palmira SA; la audiencia comenzó el 27 del mismo mes, fecha en que se suspendió para citar a la compañía Seguros Colpatria, que debe responder por el siniestro con fundamento en la póliza No. 80081000268 y se programó para el 12 de marzo siguiente. En tal fecha se dejó constancia de la inasistencia de la empresa de seguros y de la no conciliación

5.3 La demanda con la que se inició el proceso fue presentada ante la oficina judicial encargada de hacer el reparto de procesos, el 1º de marzo de 2013
. 
5.4 Su admisión se produjo por auto del 25 de abril de ese año, proveído que se notificó al demandante por anotación en estado el 29 del mismo mes
.  
5.5 El 16 de septiembre de 2013 se entregaron a las sociedades demandadas las citaciones para que concurrieran a recibir notificación personal del auto que admitió la demanda
.

5.6 El 30 de abril de 2014 solicitó la apoderada del demandante continuar el proceso, habida cuenta de que los demandados se encuentran notificados
.

5.7 Por auto del 28 de mayo siguiente se abstuvo el juzgado de acceder a tal petición, porque los demandados solo habían sido citados, mas no notificados del auto por medio del cual se admitió la demanda y se le requirió, so pena de dar aplicación al numeral 1º del artículo 317 del Código General del Proceso, para que suministrara las expensas faltantes y procurara la notificación de los demandados, este último acto debía perfeccionarse en el término de 30 días
.
5.8 El 30 de noviembre de 2014 los demandados recibieron la copia del aviso por medio del cual se les notificó la providencia referida
 y en consecuencia, de acuerdo con el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, la notificación se perfeccionó el día siguiente.
6. El accidente de que dan cuenta los hechos de la demanda y en el que encuentra la actora la responsabilidad civil que endilga a los demandados, acaeció el 12 de enero de 2003. Por tanto, el término de diez años de prescripción extintiva de la acción ordinaria vencía el 12 de enero de 2013.
La demanda se presentó el 1º de marzo de 2013, fecha para la cual, en principio, se había perfeccionado ese término. Sin embargo, el mismo se suspendió de acuerdo con el artículo 21 de la ley 640 de 2001 que atrás se transcribió.
En relación con la sociedad Expreso Palmira, desde el 1º de septiembre de 2006, cuando se presentó la solicitud de conciliación, hasta el 3 de noviembre de 2006, cuando la conciliadora del Centro de Conciliación del Consultorio Jurídico de la Universidad Libre de Pereira, expidió constancia sobre su fracaso; es decir, durante 2 meses y 3 días. Por tanto, respecto de esa sociedad el término de que se trata vencía el 15 de marzo de 2013, sin que pueda contarse otro término de suspensión con motivo de la nueva audiencia a la que fue convocada esa sociedad en el año 2012, de acuerdo con la última norma citada que la autoriza por una sola vez.
Respecto de la sociedad Inversiones Costa Rica SA el término de que se trata se suspendió desde el 17 de febrero de 2012
, cuando se elevó la solicitud de conciliación, hasta el 12 de marzo siguiente, cuando se dejó constancia de la inasistencia de la empresa de seguros y de la no conciliación, es decir, durante 25 días. Por tanto, respecto de aquella sociedad, el término en cuestión vencía el 6 febrero.
Es decir, que para cuando se formuló la acción, se reitera, el 1º de marzo de 2013, la acción estaba prescrita respecto de la sociedad Inversiones Costa Rica SA y por ende, ningún término de prescripción estaba pendiente de interrumpirse con la presentación de la demanda.

En relación con la empresa de Transportes demandada sí ha podido interrumpirse porque no había prescrito la acción para cuando se instauró, aunque tal hecho estaba próximo a suceder, concretamente catorce días después. En esas condiciones, si era que la demandante quería beneficiarse de esa interrupción, ha debido someterse a las reglas previstas por el artículo 94 del Código General del Proceso ya transcrito
, pero ello no acaeció.

En efecto, la demanda fue presentada el 1º de marzo de 2013; la notificación del auto que la admitió se produjo para el demandante el 29 de abril de 2013 y la que se hizo a la sociedad transportadora se perfeccionó el 31 de julio de 2014; es decir después del año que consagra la disposición de que se trata. Por tanto, la prescripción no se interrumpió y efectivamente se produjo el 15 de marzo de 2013.
De acuerdo con lo anterior, ninguna duda queda acerca de que los demandados fueron notificados del auto que admitió la demanda cuando la acción estaba prescrita. 
7. Y no pueden acogerse los argumentos planteados por la recurrente en torno a que se presentaron hechos ajenos a su voluntad que no permitieron la notificación de los demandados dentro del plazo legal, ya que de acuerdo con el artículo 121 del Código de Procedimiento Civil: “En los términos de días no se tomarán en cuenta los de vacancia judicial, ni aquéllos en que por cualquier circunstancia permanezca cerrado el despacho… Los términos de meses y de años se contarán conforme al calendario.”  (Subraya la Sala). Además, de conformidad con el inciso 1º del artículo 67 del Código Civil, en todos los plazos de días, meses o años de que haga mención legal, se entiende que terminan a la media noche del último día del plazo; el inciso 4º del mismo artículo dice que: “Se aplican estas reglas a las prescripciones… y en general a cualesquiera plazos o términos prescritos en las leyes o en los actos de las autoridades nacionales, salvo que en las mismas leyes o actos se disponga expresamente otra cosa” y el 70 de la misma obra que en los plazos de días que señalen las leyes se entienden suprimidos los feriados y de vacantes y que los de meses y años se computan según el calendario. 
Además, porque el término de que trata el artículo 94 del Código General del Proceso para interrumpir la prescripción, es objetivo. En efecto, desde cuando se expidió la ley 794 de 2003, que modificó el  artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto aumentó el plazo  para la notificación al demandado, de ciento veinte días a un año, para aquel efecto, ha enseñado la doctrina: “con la reforma del artículo 90 queda desterrada la interpretación que propendía porque se buscara quien era el culpable de la demora en la notificación, porque basta que objetivamente transcurra ese plazo independientemente de cualquier otra circunstancia (…), sin que se haya logrado la notificación, para que se tome inexorablemente como fecha de interrupción la de la notificación de la demanda, no de la de su presentación”
.
La jurisprudencia que transcribió la impugnante al formular sus alegatos, hace referencia precisamente al artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, antes de la reforma que le introdujo la ley 794 de 2003, y por ende, no tiene aplicación para el caso bajo estudio.

8. Lo relacionado con la exagerada tasación que se hizo de las agencias en derecho no puede ser decidido en esta sentencia, porque para objetar la cuantía en que fueron establecidas, consagra la ley otro procedimiento, concretamente aquel a que se refiere el artículo 393 del Código de Procedimiento Civil. 

CONCLUSIONES Y FALLO

De acuerdo con los argumentos expuestos, se confirmará la sentencia anticipada que se revisa y se condenará en costas a la demandante. No se fijarán las agencias en derecho, porque la mayoría de la Sala considera que debe aplicarse el Código General de Proceso, que no manda ya proceder en tal forma.

Ejecutoriada la presente providencia, se devolverá el expediente al juzgado de origen.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia anticipada proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 11 de noviembre de 2015, en el proceso ordinario promovido por María del Carmen Ríos Bedoya contra Trasportes Expreso Palmira SA e Inversiones Costa Rica SA, al que fue llamado en garantía Axa Colpatria Seguros SA.

SEGUNDO: Costas en esta instancia a cargo de la demandante, a favor de los demandados.

TERCERO: Ejecutoriada la presente providencia, devuélvase el expediente al juzgado de origen.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




       (Con salvamento parcial de voto)




DUBERNEY GRISALES HERRERA





EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, noviembre 30 de 2016

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Magistrada Ponente
: Claudia María Arcila Ríos

Expediente No.
        
: 66001-31-03-004-2013-00073-01

Proceso          

: Ordinario

Demandante  
      
: María del Carmen Ríos Bedoya

Demandado            
: Transportes Expreso Palmira SA. y otro

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en la fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con la no fijación de agencias en derecho, con motivo de la condena en costas que se impuso a los demandantes.

A mi juicio, han debido tasarse porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la sentencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice:

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formularon la parte demandante y la sociedad llamada en garantía lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, como no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado, debían fijarse las agencias en derecho en aquella providencia, tal como lo ordena el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010; además liquidarse y aprobarse las costas en esta sede.

En relación con ese tránsito legislativo, dijo la Corte Suprema de Justicia:


“1.- Cuestión de primer orden es precisar el referente adjetivo al que se acudirá, en lo que fuere pertinente, habida cuenta que mientras que este litigio comenzó con el Código de Procedimiento Civil (julio de 2014), en la fase del recurso extraordinario cobró vigencia integral el General del Proceso, producto de la expedición por el Consejo Superior de la Judicatura del Acuerdo No. PSAA15-10392 de 1° de octubre de 2015, que en su artículo 1° dispone: “El Código General del Proceso entrará en vigencia en todos los distritos judiciales del país el día 1º de enero del año 2016, íntegramente”. 

La sucesión temporal o tránsito legislativo luego de la iniciación de un juicio apareja interrogantes complejos y, por lo mismo, en ocasiones, de difícil solución. En el campo teórico, esa problemática puede resolverse de tres formas: (i) aplicando la ley anterior hasta la definición del pleito; (ii) incorporando la nueva a todos los actos posteriores a su vigencia; o (iii) empleando para unas actuaciones la novel normativa y para otras la que le precedió. 


La Ley 1564 de 2012 sigue, en los artículos 624 y 625, que son los que tratan puntualmente el asunto, un sistema mixto. 


En efecto, el primer canon, modificatorio del artículo 40 de la ley 153 de 1887, trae una regla general sobre la aplicación inmediata de la ley procesal, con ciertas salvedades relativas a la ultractividad, taxativamente señaladas a saber: “los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”.


El segundo, apartándose del postulado general, ofrece unas orientaciones específicas destinadas a preservar la vigencia temporal y excepcional de la norma derogada, no en todos los procesos, sino en los ordinarios, abreviados, verbales y ejecutivos, y sólo hasta determinadas etapas. Y, también aquí, el legislador se cuidó de repetir las salvedades del 624 en lo concerniente a recursos interpuestos, pruebas decretadas, audiencias convocadas, diligencias iniciadas, términos que estén corriendo, incidentes en curso y notificaciones que se estén surtiendo.

 
En ese orden de ideas, el funcionario judicial frente a un caso de sucesión o tránsito de legislación, debe preguntarse, en primer término, la clase de proceso que se está tramitando, luego la etapa que se está surtiendo y después cotejarla o compararla con las pautas del 625 id.

 
Acá, por ejemplo, se trata de un juicio ordinario que cuenta con fallos de primera y segunda instancia, de manera que ese precepto indica en el numeral 1, literal c), que “proferida la sentencia, el proceso se tramitará conforme a la nueva legislación”. Sería, entonces, el Código General del Proceso el llamado a gobernar las actuaciones postreras al veredicto, lo que finalmente no ocurre, en atención a que la excepción legislativa, inserta en ese canon y en el 624, determina que cuando se ha interpuesto un recurso (no se precisa cual, luego ello cobija ordinarios y extraordinarios), la preceptiva aplicable será la del tiempo de su formulación, que aquí es el C. de P. C., atendiendo que la impugnación extraordinaria se planteó el 8 de junio de 2012.


Consecuencia necesaria y natural de la precitada inferencia, es la de que al transitar esta casación por el camino del Código de Procedimiento Civil, todo lo que se derive de su discurrir y resolución, incluso la expedición de copias o certificaciones, el reconocimientos de personería, la condena en costas y su tasación, el decreto y práctica de pruebas (si ello se ordena previa sentencia sustitutiva), cumple rituarlo con esa codificación.


Lo contrario implicaría mezclar en un mismo escenario y con alternancia, dos codificaciones procesales, lo que atentaría con el mínimo de seguridad o certeza jurídica que debe acompañar la sustanciación de los litigios. Para los usuarios del sistema de administración de justicia, que buscan la tutela efectiva de sus derechos, debe ofrecerse una hermenéutica que les provea certidumbre sobre las normas que regulan el conflicto jurídico respecto del cual se solicita la decisión...”
 

Y no es ese un criterio aislado. Lo mismo dijo en sentencia del 26 de octubre de 2016: “Resulta pertinente precisar, que de acuerdo con el artículo 624 del Código General del Proceso, modificatorio del precepto 40 de la Ley 153 de 1887, para resolver el recurso se tomarán en cuenta las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, al hallarse este vigente para cuando comenzó su trámite…”
 En esa providencia también fijó las agencias en derecho. En forma aún más reciente procedió en idéntica forma, concretamente el 11 de noviembre del año que corre
.

Claudia María Arcila Ríos

Magistrada

� Folios 22 a 24


� Folios 12 a 19


� Folio 9


� Folio 45


� Folios 46 a 53


� Folio 54


� Folio 55


� Folios 63 y 64


� Folio 13, cuaderno No. 3.


� Procedimiento Civil, Tomo I, Hernán Fabio López Blanco, Ediciones Dupré, novena edición, 2007, páginas 520 y 521.


� Sala de Casación Civil del 26 de abril de 2016, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, sentencia SC-8845-2016, expediente 6600131030032010-00207-01.


� MP. Dr. Luis Alonso Rico Puerta, sentencia SC13400-2016, expediente 08001-3103-013-2001-00093-01


� MP. Dr. Ariel Salazar Ramírez, sentencia SC16283-2016, Radicación n° 11001-02-03-000-2012-02237-00
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